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DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO PRESENTADA A TRAVÉS DEL 
PORTAL DE SERVICIOS EN LÍNEA DEL PODER JUDICIAL DE LA 
FEDERACIÓN. PROCEDE DESECHARLA DE PLANO CUANDO CARECE 
DE LA FIRMA ELECTRÓNICA DEL QUEJOSO. 
 
El artículo 3o. de la Ley de Amparo establece la posibilidad de actuar ante el 
Poder Judicial de la Federación mediante el empleo de las tecnologías de la 
información utilizando una firma electrónica, cuya regulación se encomendó 
al Consejo de la Judicatura Federal, órgano que actuando con la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, expidió los Acuerdos Generales Conjuntos Número 1/2013 y 
1/2015, de los que se advierte, en suma, que la Firma Electrónica Certificada 
del Poder Judicial de la Federación (FIREL), es equiparable a un documento 
de identidad, al ser el instrumento a través del cual se ingresa al sistema 
electrónico para actuar en los asuntos de la competencia de la Suprema 
Corte, del Tribunal Electoral, de los Tribunales de Circuito y de los Juzgados 
de Distrito, con los mismos efectos jurídicos de la firma autógrafa; de suerte 
que la posibilidad de presentar una demanda de amparo por vía electrónica 
no implicó soslayar el principio de "instancia de parte agraviada" previsto en 
los artículos 107, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 6o. de la Ley de Amparo, sino que únicamente tuvo como 
objetivos fundamentales, entre otros, simplificar la actuación procesal de los 
órganos jurisdiccionales y modernizar el sistema de impartición de justicia 
otorgando validez a las promociones judiciales realizadas a través de medios 
digitales usando la FIREL. En consecuencia, debe desecharse de plano la 
demanda de amparo indirecto presentada por vía electrónica cuando carezca 
de la FIREL del quejoso, porque la falta de la firma electrónica de quien 
promueve el amparo no puede equipararse a una irregularidad subsanable a 
través de la prevención a que hace alusión el artículo 114 de la Ley de 
Amparo, sino que se trata del incumplimiento de uno de los principios rectores 
del juicio de amparo que no amerita prevención alguna, como sucede ante la 
falta de la firma autógrafa de una demanda de amparo presentada de forma 
ordinaria. Cabe señalar que este criterio resulta inaplicable tratándose del 
supuesto expreso del artículo 109 de la Ley de Amparo, conforme al cual será 
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innecesaria la firma electrónica cuando el juicio de amparo se promueva con 
fundamento en el artículo 15 de la ley referida. 
  
Contradicción de tesis 45/2018. Entre las sustentadas, por una parte, por los 
Tribunales Colegiados Noveno en Materia Civil del Primer Circuito, Segundo 
en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, Tercero en Materia Administrativa 
del Cuarto Circuito, Segundo en Materia Civil del Sexto Circuito, en Materias 
de Trabajo y Administrativa del Décimo Tercer Circuito, Primero en Materias 
Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito, Segundo del Décimo 
Noveno Circuito y el entonces del Vigésimo Octavo Circuito, actualmente 
Primero del Vigésimo Octavo Circuito y, por otra, por los Tribunales 
Colegiados Primero en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, 
Tercero en Materia Civil del Primer Circuito y Sexto en Materia Penal del 
Primer Circuito. 22 de noviembre de 2018. Mayoría de siete votos de los 
Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Margarita Beatriz Luna Ramos, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Eduardo Medina Mora 
I., Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra José 
Ramón Cossío Díaz, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Encargado del engrose: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia 
Armengol Alonso. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver la queja 219/2016, el sustentado por el Noveno Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la queja 51/2017, el 
sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver la queja 94/2017, el sustentado por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al resolver la queja 
217/2017, el sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver la queja 192/2017, el 
sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto 
Circuito, al resolver la queja 186/2017, el sustentado por el Tribunal Colegiado 
en Materias de Trabajo y Administrativa del Décimo Tercer Circuito, al 
resolver la queja 26/2017, el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver la queja 
105/2016, el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito, al resolver la queja 
67/2017, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo 
Noveno Circuito, al resolver la queja 49/2017, y el diverso sustentado por el 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, al resolver la queja 
145/2017. 
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El Tribunal Pleno, el cuatro de abril en curso, aprobó, con el número 8/2019 
(10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a cuatro de 
abril de dos mil diecinueve. 
 
Nota: Los Acuerdos Generales Conjuntos Número 1/2013 y 1/2015 citados, 
aparecen publicados en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro XXII, Tomo 2, julio de 2013, página 1667, y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 25, Tomo II, 
diciembre de 2015, página 1393, respectivamente. 
 
De las sentencias recaídas a las quejas 219/2016 y 94/2017, resueltas por el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Sexto 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, derivaron las tesis 
aisladas I.3o.C.99 K (10a.) y I.6o.P.13 K (10a.) de títulos y subtítulos: 
“DEMANDA DE AMPARO PRESENTADA POR VÍA ELECTRÓNICA. ANTE 
LA FALTA DE EVIDENCIA CRIPTOGRÁFICA EN LA INFORMACIÓN QUE 
RECIBA EL ÓRGANO JURISDICCIONAL FEDERAL, DEBE REQUERIRSE 
AL PROMOVENTE PARA QUE LA RATIFIQUE, ATENTO AL DERECHO DE 
ACCESO A LA INFORMACIÓN.” y “DEMANDA DE AMPARO PRESENTADA 
EN LÍNEA. SI CARECE DE FIRMA ELECTRÓNICA, PERO EXISTE INDICIO 
DE QUE SE FIRMÓ DE MANERA AUTÓGRAFA, SE GENERA LA 
PRESUNCIÓN DE QUE FUE FIRMADA POR EL QUEJOSO Y, POR TANTO, 
NO DEBE DESECHARSE, SINO REQUERIR AL PROMOVENTE.”, 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 16 de 
noviembre de 2018 a las 10:27 y del viernes 12 de enero de 2018 a las 10:13 
horas, así como en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libros 60, Tomo III, noviembre de 2018, página 2211, y 50, 
Tomo IV, enero de 2018, página 2108, respectivamente. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de abril de 2019 a las 10:30 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 29 de abril de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 

Décima Época Núm. de Registro: 2016520 
Instancia: Segunda Sala Jurisprudencia 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
  Libro 53, Abril de 2018, Tomo I Materia(s): Común 
Tesis: 2a./J. 19/2018 (10a.) 
Página: 623 
 
FIRMA ELECTRÓNICA. ES VÁLIDA LA DEMANDA DE AMPARO 
DIRECTO QUE LA CONTIENE, PRESENTADA MEDIANTE EL EMPLEO 
DE LAS TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN, AUN CUANDO NO 
EXISTA CONVENIO DE COORDINACIÓN CON EL PODER JUDICIAL DE 
LA FEDERACIÓN. 
 
En atención a los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 3o. de la Ley de Amparo, al Acuerdo General Conjunto 
Número 1/2013, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación y del Consejo de la Judicatura 
Federal, relativo a la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la 
Federación (FIREL) y al expediente electrónico, al Acuerdo General Conjunto 
1/2015, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la 
Judicatura Federal, que regula los servicios tecnológicos relativos a la 
tramitación electrónica del juicio de amparo, las comunicaciones oficiales y 
los procesos de oralidad penal en los Centros de Justicia Penal Federal, así 
como al Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
que regula los servicios de interconexión tecnológica entre los órganos 
jurisdiccionales con diversas instituciones públicas, se prevé la posibilidad de 
que a través de las tecnologías de la información se presente demanda de 
amparo directo utilizando la firma electrónica, para lo cual, se celebrará el 
convenio de coordinación con la unidad correspondiente del Poder Judicial 
de la Federación para el reconocimiento de los certificados digitales 
homologados emitidos por otros órganos del Estado. Ahora, la omisión de 
celebrar ese convenio no impide otorgar validez a la demanda de amparo 
directo presentada con firma electrónica, porque la autentificación de la 
autoridad es suficiente para garantizar la seguridad electrónica a los 
justiciables y otorgarles interconexión confiable, pues en la certificación 
constará que la firma está inscrita o registrada y vigente ante ella, y que 
cumple con las disposiciones legales; de ahí que al estimar lo contrario, se 
limite indebidamente el derecho de acceso a la justicia.  
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Contradicción de tesis 220/2017. Entre las sustentadas por el Pleno del 
Decimonoveno Circuito, y los Tribunales Colegiados Primero del Décimo 
Sexto Circuito y Quinto del Primer Circuito, ambos en Materia Administrativa. 
17 de enero de 2018. Mayoría de tres votos de los Ministros Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. 
Disidentes: Alberto Pérez Dayán y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz. 

Tesis contendientes: 

Tesis PC.XIX. J/2 C (10a.), de título y subtítulo: "DEMANDA DE AMPARO 
DIRECTO PRESENTADA A TRAVÉS DEL SISTEMA ELECTRÓNICO DE 
GESTIÓN JUDICIAL DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE 
TAMAULIPAS DENOMINADO 'TRIBUNAL ELECTRÓNICO'. CARECE DE 
VALIDEZ ANTE EL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN PARA TENER 
POR DEMOSTRADA LA MANIFESTACIÓN DE VOLUNTAD DEL 
PROMOVENTE PARA ACUDIR AL JUICIO CONSTITUCIONAL.", aprobada 
por el Pleno del Decimonoveno Circuito y publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 23 de septiembre de 2016 a las 10:32 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
34, Tomo II, septiembre de 2016, página 1359, y  
Tesis I.5o.A.1 A (10a.), de título y subtítulo: "DEMANDA DE AMPARO 
DIRECTO PRESENTADA VÍA ELECTRÓNICA ANTE EL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. DEBE ADMITIRSE, 
AUN CUANDO EL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL NO HAYA 
EMITIDO LA REGULACIÓN RESPECTIVA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 
DÉCIMO PRIMERO TRANSITORIO DE LA LEY DE LA MATERIA.", 
aprobada por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 27 de febrero de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 15, Tomo III, febrero de 2015, 
página 2669. 

Tesis de jurisprudencia 19/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del catorce de febrero de dos mil 
dieciocho. 
  
Esta tesis se publicó el viernes 06 de abril de 2018 a las 10:10 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 09 de abril de 2018, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 

Décima Época Núm. de Registro: 2012804 
Instancia: Pleno Jurisprudencia 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
  Libro 35, Octubre de 2016, Tomo I Materia(s): Constitucional 
Tesis: P./J. 30/2016 (10a.) 
Página: 219 
 
DERECHO DE RÉPLICA EN MATERIA ELECTORAL. LOS 
CONGRESOS LOCALES SÓLO PUEDEN LEGISLAR RESPECTO 
DE MEDIOS DE COMUNICACIÓN SUSCEPTIBLES DE SER 
REGLAMENTADOS POR LAS ENTIDADES FEDERATIVAS. 
 
El artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece el derecho de réplica dentro del contexto de la 
libre expresión y determina que éste será ejercido en los términos 
dispuestos por la ley. Como se observa, el precepto constitucional 
referido instaura un principio de legalidad, de manera que la 
reglamentación del derecho de réplica se debe hacer mediante una ley 
en sentido formal y material, sin que sea posible advertir que se trate 
de una competencia de reglamentación que competa exclusivamente al 
orden federal. Al respecto, es preciso tener presente que, en materia de 
regulación de derechos humanos, existe concurrencia pura entre 
Federación y Estados, sin que haya disposición expresa alguna que 
conceda facultades sólo al Congreso de la Unión en materia de réplica. 
No obstante, como la materia electoral implica una distribución 
competencial específica, en términos de los artículos 41 y 116 
constitucionales, las entidades federativas sólo podrán regular el 
ejercicio del derecho de réplica, respecto de medios de comunicación 
susceptibles de ser reglamentados por ellas, tales como periódicos y 
revistas, sin que ello se pueda hacer extensivo a otros medios de 
comunicación que sólo pueden ser regulados a nivel federal, como lo 
es la televisión o el radio.  
  
Acción de inconstitucionalidad 36/2015 y sus acumuladas 37/2015, 40/2015 
y 41/2015. Partido de la Revolución Democrática, Diputados integrantes de 
la Sexagésima Primera Legislatura del Estado de Zacatecas y Morena. 31 de 
agosto de 2015. Mayoría de ocho votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez 
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Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, José Fernando Franco González 
Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo 
Medina Mora I., Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alberto Pérez 
Dayán; votaron en contra: Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar 
Morales. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
Secretario: Etienne Luquet Farías. 

El Tribunal Pleno, el veintidós de septiembre en curso, aprobó, con el número 
30/2016 (10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a 
veintidós de septiembre de dos mil dieciséis. 

Nota: Esta tesis jurisprudencial se refiere a las razones aprobadas por ocho 
votos, contenidas en la sentencia dictada en la acción de inconstitucionalidad 
36/2015 y sus acumuladas 37/2015, 40/2015 y 41/2015, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 22 de enero de 2016 a las 
11:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 26, Tomo I, enero de 2016, página 340 y, por ende, se considera 
de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de enero de 2016. 
  
Esta tesis se publicó el viernes 14 de octubre de 2016 a las 10:24 horas en 
el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de 
aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de octubre de 2016, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 

Décima Época Núm. de Registro: 2008659 
Instancia: Plenos de Circuito Jurisprudencia 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
  Libro 16, Marzo de 2015, Tomo II Materia(s): Constitucional 
Tesis: PC.XV. J/6 L (10a.) 
Página: 1803 
  
INSTITUTO ELECTORAL Y DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL 
ESTADO DE BAJA CALIFORNIA. ES UN ÓRGANO CONSTITUCIONAL 
AUTÓNOMO. 
 
El Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Baja 
California es un órgano constitucional autónomo local, ya que, por un lado, el 
artículo 116, fracción IV, inciso c), de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos establece que las autoridades electorales deben gozar de 
autonomía en su funcionamiento e independencia en sus decisiones y 
habilita a las entidades federativas a que regulen estas instituciones públicas 
en sus Constituciones Locales y en las leyes secundarias. Además, el 
instituto reúne las características de los órganos constitucionales autónomos 
precisadas por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en las jurisprudencias P./J. 20/2007 y P./J. 12/2008, ya que: a) se encuentra 
configurado directamente en el artículo 5, apartado B, de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Baja California, en su texto anterior 
a la reforma publicada en el Periódico Oficial de la entidad el 17 de octubre 
de 2008, que le dota del carácter de "organismo público autónomo"; b) 
mantiene relaciones de coordinación con los otros órganos del Estado, 
porque no está subordinado a los Poderes Ejecutivo, Legislativo o Judicial 
Locales, al tener autonomía en su funcionamiento e independencia en sus 
decisiones; c) cuenta con autonomía e independencia funcional y financiera, 
pues la Constitución Local lo dota de personalidad jurídica y patrimonio 
propios; y, d) atiende funciones primarias, originarias y torales del Estado, 
que requieren ser atendidas en beneficio de la sociedad, puesto que la 
Constitución Local le encomienda, entre otras, la atribución de organizar las 
elecciones estatales y municipales, función pública de la mayor relevancia 
para el Estado. De ahí que no podría confundirse su naturaleza con la de un 
organismo descentralizado, al formar éstos parte de la esfera del Poder 
Ejecutivo, a diferencia del instituto electoral local. 
  
PLENO DEL DECIMOQUINTO CIRCUITO.  
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Contradicción de tesis 2/2013. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Segundo, Tercero y Quinto, todos del Décimo Quinto Circuito. 24 
de noviembre de 2014. Unanimidad de seis votos de los Magistrados Isabel 
Iliana Reyes Muñiz, Julio Ramos Salas, Gerardo Manuel Villar Castillo, 
Salvador Tapia García, Inosencio del Prado Morales y José Miguel Trujillo 
Salceda. Ponente: Julio Ramos Salas. Secretario: José Luis Sandoval 
Estrada. 

Tesis y/o criterios contendientes: 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, 
al resolver el conflicto competencial 9/2011, el sustentado por el Tercer 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el conflicto 
competencial 27/2011, y el diverso sustentado por el Quinto Tribunal 
Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el conflicto competencial 
28/2011. 

Nota: Las tesis de jurisprudencia P./J. 20/2007 y P./J. 12/2008 citadas, 
aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXV, mayo de 2007, página 1647 y Tomo XXVII, 
febrero de 2008, página 1871, con los rubros: "ÓRGANOS 
CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS. NOTAS DISTINTIVAS Y 
CARACTERÍSTICAS." y "ÓRGANOS CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS. 
SUS CARACTERÍSTICAS.", respectivamente. 
  
Esta tesis se publicó el viernes 13 de marzo de 2015 a las 09:00 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del martes 17 de marzo de 2015, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 

Décima Época Núm. de Registro: 2008150 
Instancia: Pleno Jurisprudencia 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
  Libro 13, Diciembre de 2014, Tomo I Materia(s): Constitucional 
Tesis: P./J. 66/2014 (10a.) 
Página: 12 
 
FINANCIAMIENTO PÚBLICO DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS NACIONALES. 
LOS ARTÍCULOS 72, PÁRRAFO 2, INCISOS B) Y F), Y 76, PÁRRAFO 3, DE LA 
LEY GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS SON INCONSTITUCIONALES AL 
ESTABLECER LOS GASTOS DE "ESTRUCTURA PARTIDISTA" Y DE 
"ESTRUCTURAS ELECTORALES" DENTRO DE LAS MINISTRACIONES 
DESTINADAS AL SOSTENIMIENTO DE LAS ACTIVIDADES ORDINARIAS 
PERMANENTES DE AQUELLOS ENTES Y, EN VÍA DE CONSECUENCIA, EL 
PÁRRAFO 3 DEL MENCIONADO NUMERAL 72. 
 
 
El artículo 41, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, dispone que el financiamiento público de los partidos políticos 
nacionales se divide en las ministraciones que corresponden: a) al sostenimiento 
de las actividades ordinarias permanentes, b) a las tendientes a la obtención del 
voto durante los procesos electorales y c) a las de carácter específico. Ahora, 
respecto de las ministraciones destinadas a las actividades de carácter específico, 
el inciso c) de la fracción II del artículo constitucional citado pormenoriza sobre las 
actividades en las que se aplicarán dichas ministraciones y señala concretamente 
las relativas a la educación, capacitación, investigación socioeconómica y política, 
así como a las tareas editoriales. En lo que toca a las ministraciones para el 
sostenimiento de las actividades ordinarias permanentes de los partidos políticos, 
única y exclusivamente deben aplicarse para sufragar los gastos cuya exigibilidad 
se produce haya o no un proceso electoral en curso, pues se trata de erogaciones 
que no tienen por objeto conquistar el voto ciudadano, sino solamente proporcionar 
un continuo mantenimiento integral a la estructura orgánica del instituto político 
relativo, mientras que las ministraciones tendientes a la obtención del voto durante 
los procesos electorales, constituyen recursos que deben aplicarse también única 
y exclusivamente de manera intermitente conforme al pulso de los procesos 
electorales, ya sea directamente mediante la adquisición de propaganda, o bien en 
forma indirecta, aplicando los fondos a reforzar la estructura orgánica partidista, por 
la necesidad de contar con mayor participación de militantes, simpatizantes y de 
terceros, para las tareas de organización del partido y de la gestión administrativa 
que dichos procesos implican. En congruencia con lo expuesto, se concluye que los 
artículos 72, párrafo 2, incisos b) y f), y 76, párrafo 3, en la porción normativa que 
dice: "... con excepción del gasto relativo a estructuras electorales mismo que será 
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estimado como un gasto operativo ordinario", de la Ley General de Partidos 
Políticos, al establecer los gastos de "estructura partidista" y de "estructuras 
electorales" dentro de las ministraciones destinadas al sostenimiento de las 
actividades ordinarias permanentes de aquellos entes son inconstitucionales ya 
que, por un lado, ninguno de esos dos gastos de carácter estructural queda 
comprendido dentro de la educación, capacitación, investigación socioeconómica y 
política, o tareas editoriales y, por otro, a pesar de que dichos gastos se concibieron 
para erogarse dentro de las campañas electorales, incongruentemente con este 
destino y al margen de lo que la Norma Fundamental prevé, el legislador secundario 
los etiquetó dentro de las actividades ordinarias permanentes de los partidos 
políticos, lo cual no es constitucionalmente admisible porque significa incrementar 
el gasto correspondiente con erogaciones que no son continuas o permanentes y 
restar, en cambio, una cantidad equivalente a los fondos intermitentes para la 
obtención del voto, suma de dinero que además ya no será fiscalizada para efectos 
del control de los recursos aplicados durante las campañas. Asimismo, en vía de 
consecuencia, debe declararse la invalidez integral del párrafo 3 del artículo 72 de 
la Ley General de Partidos Políticos en el cual se pormenorizan los "gastos de 
estructuras electorales", los cuales ya no pueden considerarse válidos al haberse 
expulsado del orden jurídico tal concepto presupuestal.  
  
Acciones de inconstitucionalidad acumuladas 22/2014, 26/2014, 28/2014 y 
30/2014. Movimiento Ciudadano, Partido del Trabajo, Partido de la Revolución 
Democrática y Movimiento Ciudadano, respectivamente. 9 de septiembre de 2014. 
Mayoría de nueve votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón 
Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González 
Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Luis María 
Aguilar Morales, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Juan N. Silva Meza; 
votó en contra Alberto Pérez Dayán. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala. 

 El Tribunal Pleno, el primero de diciembre en curso, aprobó, con el número 66/2014 
(10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a primero de 
diciembre de dos mil catorce. 
  
Esta tesis se publicó el viernes 12 de diciembre de 2014 a las 09:35 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 15 de diciembre de 2014, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 


